Los abajo firmantes manifestamos nuestra profunda preocupación por el modo en que se ha desarrollado el proceso de remoción contra el Juez de Garantías Rafael Sal Lari y la utilización mediática y política que se está haciendo del caso. Confiamos en que el jury impida que se siga afectando la independencia judicial en la provincia de Buenos Aires y se repare el ataque personal injustificado al que se lo ha sometido.


Otra vez un Juez de Garantías es señalado como enemigo público número uno, luego de ser apuntado como chivo expiatorio por ciertos sectores políticos. 

Conviene recordar que en el caso, no pesan sobre el Juez Rafael Sal Lari acusaciones relativas a la comisión de ilícitos en el ejercicio de su función. No sólo no existen sospechas de corrupción, sino que tampoco se ha puesto en tela de juicio su probidad, su honradez. Ninguna de las decisiones que le son reprochadas da el menor motivo para fundar una imputación de mal desempeño en el ejercicio de sus funciones. ¿De qué se lo acusa, entonces? La acusación le atribuye respetar las garantías constitucionales.

Según las manifestaciones que han circulado en los medios de prensa, se le endilga a Sal Lari “dejar en libertad a peligrosos delincuentes que ponen en riesgo a ciudadanos decentes”. Este discurso es discriminatorio y peligrosista. Solo se pretende armar una campaña política y mediática que dé legitimidad a la destitución de un juez elegido como representante del “mal”, contraponiendo seguridad con derechos. Desde esta perspectiva, no es posible articular una política de seguridad democrática. Muy por el contrario, no hay seguridad sin derechos y sin jueces independientes. 

Las medidas de coerción personal, entre las que se destaca la prisión preventiva, sólo responden a razones de peligrosidad procesal. En ningún caso, pueden ser usadas para prevenir los delitos que el sujeto pueda eventualmente cometer en el futuro, a menos que estemos dispuestos a vivir en un estado policial.

Si el jury de enjuiciamiento al Juez Rafael Sal Lari es usado para alentar posiciones inconstitucionales, restrictivas de derechos y contrarrestar decisiones judiciales que los denunciantes no comparten, estaremos asistiendo a una persecución política e ideológica que pone en tela de juicio a la propia Constitución y, fundamentalmente, a la garantía de independencia judicial. No se trata de establecer privilegios corporativos, sino de defender a quienes trabajan para garantizar la vigencia de derechos. Los firmantes de esta nota apostamos a defender y a promover una justicia independiente. Confiamos en que la decisión del jurado de enjuiciamiento también lo haga.

Firman por el CENTRO DE ESTUDIOS LEGALES Y SOCIALES (CELS), Gastón Chillier (Director Ejecutivo) y Paula Litvachky (Directora del Programa Justicia Democrática); por la COMISIÓN POR LA MEMORIA (CPM);  Alejandro Mosquera (Secretario Ejecutivo), por el COMITÉ CONTRA LA TORTURA DE LA COMISIÓN PROVINCIAL POR LA MEMORIA, Roberto Felix Cipriano García (Director); por el INSTITUTO DE ESTUDIOS COMPARADOS EN CIENCIAS PENALES Y SOCIALES (INECIP), Alberto Martín Binder (Vicepresidente) y María Sidonie Porterie (Directora Ejecutiva); por la ASOCIACIÓN PENSAMIENTO PENAL (APP), Mario Alberto Juliano (Presidente); por LA RED DE JUECES PENALES DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES (LRJP), Esteban Ignacio Viñas (Presidente); por la ASOCIACIÓN POR LOS DERECHOS CIVILES (ADC), Álvaro Herrero (Director Ejecutivo), Mariela Belski (Directora del Programa de Discriminación y Educación) e  Inés Jaureguiberry (Directora del Programa de Justicia); por la ASAMBLEA PERMANENTE POR LOS DERECHOS HUMANOS – MAR DEL PLATA (APDH Mar del Plata), Juan Carlos Wlasic (Presidente); por OBSERVATORIO DE DERECHOS HUMANOS (ODH), Carlos Pisoni; por el CENTRO DE IMPLEMENTACIÓN DE POLÍTICAS PÚBLICAS (CIPPEC), Sandra Elena (Directora de Justicia); por la FUNDACIÓN PODER CIUDADANO, Hernán Charosky (Director Ejecutivo); por ABOGADOS POR LA JUSTICIA SOCIAL (AJUS), Hernán García (Responsable de la Comisión de Administración de Justicia); y por la ASOCIACIÓN JUDICIAL BONAERENSE (AJB), Hugo Blasco (Secretario General).

